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la norma indemnizatoria prevista para esos otros supues­
tos, en un implícito juicio de analogía.

No es irrelevante a este respecto que en el recurso
de aclaración los actuales recurrentes en amparo no
denunciaran existencia de indefensión en este punto,
sino que solicitaran que I~ indemniz.ación a abonar fuera
sólo de un mes de salarla. Su queja actual pues no se
centra tanto en que el tema indemnizatorio se hubiera
tratado en la Sentencia, sino en cómo se ha tratado
y resuelto el mismo. Pero ha de insistirse que aunque
esa solución pudiera estimarse incorrecta, no se excede
del objeto de lo debatido en el proceso a quo,. la exis­
tencia de una extinción de contratos de trabajo y las
consecuencias indemnizatorias que se derivan de ellas,
y esa virtual incor~ec:ción es un tema de legali.dad ordi­
naria cuyo conocimiento compete en exclusiva a los
órganos judiciales (art. 117:3 ~.E.). que no puede corre­
girse en este proceso constitucional.

Por todo ello, ha de desestimarse la demanda de
amparo formulada por los demandantes en el recur­
so 1.482/90.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

1.° Otorgar el amparo solicitado por don Francisco
Sánchez Rodríguez, don Manuel Gallego Elvira, don Félix
Sánchez GÓmez, don Pedro Fernández Díaz y don Hor­
tensia Sánchez Urquiono y, en su virtud, anular el Auto
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Castilla-La Mancha de 30 de junio de 1990.

2.° Desestimar la demanda de amparo formulada
por doña Felisa Alvarez Miguel. doña Natividad Gómez
Alvarez, doña Carmen Pérez Fernández, don Antonio
Gómez Pérez y doña María del Carmen Gómez Pérez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a veinticinco de octubre de mil nove­
cientos noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bra­
vo-Ferrer.-Fernando García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Firmado y rubricado.

28427 Sala Segunda. Sentencia 305/1993, de 25
de octubre de 1993. Recurso de amparo
2.286/1990. Contra Resolución de la Dele­
gación del Gobierno de Aragón, confirmada
en alzada por la Dirección General de Política
Interior, y contra Sentencia del Tribunal Supre­
mo sobre sanción a un establecimiento públi­
co por incumplimiento del horario de cierre.
Vulneración del principio de legalidad: límites
de la potestad sancionadora de la Adminis­
tración.

La Sala Segunda del Tribuna.l Constitucional.com­
puesta por don Luis López Guerr?, Presiden~e; don Euge;­
nio Díaz Eimil, don Alvaro Rodrlguez BerelJo, don Jase

Gabaldón López, don Jutio Diego González Camp~s y
don Caries Viver Pi-Sunyer, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.286/90 promovido
. por don Miguel Casanova Marco, representado por el
Procurador don José Manuel de Dorremochea Aramburu
y asistido de Letrado, contra la Resoluci<m de la Dele­
gación del Go~ierno en Aragón, de 21 ~e s~ptiembre
de 1987, confirmada en alzada por la Dlrecclon Gene­
ral de Política Interior de 24 de marzo de 1988, y contra
la Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo
de 5 de junio de 1990, sobre sanción a un es~able­

cimiento público por incumplimiento del hor~~lo ~e
cierre. Ha sido parte el Abogado del Estado y el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Luis López
Guerra, quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Juzgado de
Guardia el 28 de septiembre de 1990, el Procurador
de los Tribunales don José Manuel de Dorremochea
Aramburu, actuando en nombre y representación de don
Miguel Casanova Marco, interpuso re<?~rso de a~paro

contra las Resoluciones de la Delegaclon del Gobierno
de Aragón, de Subsecretaría del Ministerio del Interior,
así como contra la Sentencia de la Sala Tercera dl;ll Tri­
bunal Supremo de 5 de junio de 1990.

2. Los hechos en lasque se basa la demanda son
los siguientes:

a) Por Resoluciones de la Delegación del Gobierno
en Aragón, de fecha 21 de septiem~!e de 198~, y p.~s­
teriormenteen alzada por Resoluclon de la Dlrecclon
General de Política Interior del Ministerio del Interior de
fecha 24 de marzo de 1988, se impuso una sanción
de 50.000 pesetas. al recurrente, en su condición de
copropietario de la «Discoteca Babieca» por incumpli­
miento del horario de cierrede espectáculos al amparo
de lo dispuesto en el art.81.35 del Decreto 2.816/1982,
de 27 de agosto, por el que se aprobó el Reglamento
General de Policía de Espectáculos Públicos y Activida­
des Recreativas.

b) Dicha sanción fue recurrida en vía Contencio-
. so-administrativa. correspondiendo su conocimiento a la

Sala de lo Contencioso-Administrativo de Zaragoza que,
por Sentencia de fecha 30 de marzo de 1989, anuló
las Resoluciones administrativas impugnadas por enten­
der que la libertad de horarios fijada en el arto 5 del
Real Decreto-Iey 2/1985, de 30 de abril. no tiene límite
alguno en cuanto a los establecimient~s ~plicabl~s y
por tanto resulta aplicable a I<?s estableclmlen~os pu~h­

cos como el sancionado, conSiderando contraria al prin­
cipio de jerarquía normativa la Orden Ministerial de 31
de julio de 1985 que en una función supuestamente
interpretativa excluye del ámbito de apli~ación de esa
norma los espectáculos públicos y actividades recrea­
tivas sometidos al Real Decreto de 27 de agosto
de 1982.

c) Contra esta Sentencia el Abogado del Estado
interpuso recurso de apelació~ a~te el Tribunal Supr~mo
que, en Sentencia de 5 de JUOlO c:Je. 19~O, estimo el
recurso confirmando los actos administrativos que fue­
ron impugnados. La citada Sentencia consideró que el
arto 5 del Real Decreto-Iey de 1985 no englobaba a los
espectáculos públicos y por tanto ninguna lesión al prin-
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cipio de jerarquía normativa se había producido. Por otra
parte. se afirmaba que las Resoluciones administrativas
sancionadoras habían sido adoptadas de conformidad
con lo dispuesto en eL Reglamento General de Policía
de Espectáculos y Actividades Recreativas de 27 de
agosto de 1982 que se declaró ajustado a Derecho por
Sentencia anterior del propio Tribunal Supremo.

3. El recurso de amparo alega, en primer término.
la incorrecta aplicación o, más exactamente. la no apli­
cación del Real Decreto-ley 2/1985. que establece en
el arto 5 una amplia libertad de horario para todo tipo
de establecimientos comerciales .sin que puedan excluir­
se a los espectáculos públicos por aplicación de la Or.den
Ministerial de 31 de julio de 1985. pues el.lo supone
una clara vulneración del arto 14 de la C.E. A su juicio.
la Sentencia .. impugnada incurre en una interpretación
errónea del concepto de locales comerciales y admite
que una Orden Ministerial pueda restringir el ámbit,o de
aplicación de una norma con rango de ley.

En segundo lugar se alega Jainfracción delart. 25.1
C.E. por cuanto la norma sancionadora aplicada carece
de rango de ley. El Real Decreto de 27 de agosto de
1982 qué regula las infracciones y sanciones en materia
de espectáculos públicos y actividades recreativas. no
tiene rango normativo suficiente.

4. La Sección Cuarta (Sala Segunda) de este Tri­
bunal. mediante providencia de 11 de septiembre de
1991 a.cordó admitir a trámite la demanda de amparo
y dirigir atenta comunicación al Tribunal Supremo y al
Tribunal Superior de Justicia de Aragón a fin de que
remitiese certificación o fotocopia de las actuaciones.

5. Mediante escrito de 16 de octubre de 1991 el
Abogado del Estado solicitó se le tuviese por personado.

6. En providencia de 25 de mayo de 1992 se tuvo
por personado al Abogado del Estado, se acusó recibo
de las actuaciones remitidas y se acordó dar vista de
las mismas a las partes personadas y al Ministerio Fiscal
por plazo común de veinte días para qué presentasen
las alegaciones.

7. Don Miguel Casanova-Marco, mediante escrito
de fecha 17 de junio de 1992, solicitóla admisión de
la demanda de amparo dandopor reproducidas las ale­
gaciones contenidas en la demanda.

8. El Abogado del Estado presentó sus alegaciones
mediante escrito de fecha 22 de junio de 1992. soli"
citando la denegación del amparo. Alega, en primer tér­
mino, y respecto a la pretendida lesión del principio de
igualdad. la existencia de una causa de inadmisión con­
sistente en la falta de agotamiento de la vía judicial pro­
cedente por no haberse invocado en la misma la lesión
constitucional que ahora se denuncia. pues la presunta
lesión no se habría producido por la Sent~mcia del Tri­
bunal Supremo sino que tendría origen directo e inme­
diato en las resoluciones administrativas impugnadas en
la instancia y. sin embargo, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo el recurrente no denunció.la hipotéticalesión
del arto 14, limitándose a discutir la legalidad de la Orden
Ministerial de 31 de julio de 1985. Por otra parte, la
argumentación ref.erida a la pretendida lesión del prin­
cipio de jerarquía normativa contenido en el arto 9.3 de
la C.E. son cuestiones de mera legalidad ordinaria. Por
otra parte. considera que no se ha incorporado término
de comparación adecuado pues la propia Sentencia del
Tribunal Supremo pone de manifiesto las diferencias
existentes entre ambas clases de locales que justifica
la existencia de un distinto tratamiento normativo.

Por lo que respecta a la pretendida lesión del arto
25.1 de la C.E. por la insuficiencia de rango legal de
I~ norma sancionadora considera que este motivo de

amparo tampoco puede ser estimado. Con cita de dis­
tintas Sentencias de este Tribunal (SSTC 42/1987.
101/1988.69/1989.83/1990.219/1991 ) afirma que
no se incurre en infracción constitucional del arto 25
cuando la norma reglamentaria posconstitucional se limi­
ta. sin innovar el sistema de infracciones y sanciones
en vigor. a aplicar el sistema preestablecido en normas
preconstitúcionales. Este es el caso de la norma cues­
tionada. en la que el contenido de la· infracción y de
las sanciones es idéntico al que venía establecido en
el art.20 del Reglamento de 3 de mayo de 1935
yen el arto 8de la Orden Ministerial de 23 de noviembre
de 1977. según tiene declarado el Tribunal Supremo
en Sentencia de 10 de julio de 1991.

9. El Ministerio Fiscal, mediante escrito de fecha
22 de junio de 1992 formuló sus alegaciones solicitando
la denegación del amparo solicitado. .

Ajuicio dél Ministerio Público ha de entenderse ago­
tada la vía judicial previa pues el heCho de que el san­
cionado no haya ejercitado su derecho él comparecer
en el recurso de apelación interpuesto por el Abogado
del Estado no es obstáculo para entender satisfecho
dicho requisito tal y como se afirma en STC 61/1990.

La queja relativa al trato desigual dispensado a los
establecimientos destinados a espectáculos públicos res­
pecto de la libertad de horario que rige para los esta­
blecimientos comerciales. aparece conectadacon las ale­
gaciones relativas a la falta de cobertura legal de la san­
ción por encontrarse derogado el régimen de horarios

" de apertura y cierre de espectáculos públicos por el Real
Decreto-Iey 2/1985.

El Ministerio Fiscal aduce respecto ala falta de rango
normativo y carencia de cobertura legal suficiente. que
el Tribunal Constitucional no ha sostenido la caducidad
de las habilitaciones de leyes preconstitucionales. como
lo pone claramente de manifiesto la STC 42/1987. En
todo caso, la norma sancionadora encuentra cobertura
legal en el arto 2 i) de la Ley de Orden Público. pues
en él se tipificaba como infracción los actos «que alte­
raran la paz pública o la convivencia sociahl y la fijación
de un horario nocturno de cierre responde a la necesidad
de preservar la tranquilidad de la mayor parte de la
ciudadanía.

En segundo término. no puede sostenerse que el régi­
men de limitación de horarios haya quedado derogado
por el Real Decreto-ley 2/1985. pues los espectáculos
públicos quedan fuera del régimen de aplicación del cita­
do Real Decreto; éstos siempre han sido regulados con
absoluta separación de la actividad puramente comer­
cial, entre otras razones porque en ellos la Administra­
ción desarrolla funciones de policía que nada tienen que
ver con la actividad desplegada respecto a la política
económica y comercial.

Por todo ello concluye que no se aprecia vulneración
de los arts. 14 y 25.1 de la C.E.

10. Por providencia de fecha 21 de octubre
de 1993. se señaló para deliberación y votación de la
presente Sentencia el día 25 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente en su' condición de copropietario
de una discoteca fue sancionado por incumplimiento
del horario de cierre de espectáculos. al amparo de lo
dispuesto en el arto 81.35 del Decreto 2.816/1982. de
27 de agosto. con una multa de 50.000 pesetas.

Dos son las vulneraciones constitucionales que aduce
como producidas por tal sanción: por un lado. la infrac­
ción del principio de igualdad por cuanto no se aplica
a los espectáculos públicos el régimen de libertad de
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horarios previsto. para los .Iocales comerciales. en el
arto 5 del Real Decreto ley 2/1985. de 30 de abril. vul­
neración que según el recurrente. resultaría de una inter­
pretación errónea y contradictoria del citado precepto
y que habría conducido a dar prevalencia a una Orden
Ministerial sobre lo dispuesto en un Real Decreto-Iey;
por otro. la infracción del arto 25 de la C.E. por cuanto
la norma sancionadora carece de rango formal de Ley
y no dispone de cobertura legal suficiente.

2. La primera de las quejas aducidas intenta recon­
ducir a través del principio de igualdad lo que constituye
una cuestión de mera legalidad. En efecto. ni la correc­
ción de la interpretación judicial en torno al concepto
de «establecimientos comerciales)). ni la eventual infrac­
ción del principio. de jerarquía normativa por lá preva­
lencia dada a una Orden Ministerial sobre un Real Decre­
to-Iey. aparecen como temas susceptibles de ser revi­
sados en sede constitucional a través del recurso de
amparo. Por otra parte. tal y como porie de manifiesto
el Abogado del Estado. la pretendida dimensión cons­
titucional consistente en la vulneración del principio de
igualdad por el distinto trato que en materia de horarios
reciben los establecimientos comerciales respecto de los
espectáculos públicos sería imputable a las Resoluciones
administrativas impugnadas en la instancia y. sin embar­
go. tal infracción no fue. invocada en el recurso con­
tencioso-administrativo con el consiguiente incum­
plimiento delart. 44. lc) de la LOTC.

3. Mayor ·fundamentación presenta la segunda de
las infracciones constitucionales denunciadas. ésto es.
la insuficiencia de rango de la norma sancionadora. en
este caso. del Reglamento General de Policía de Espec- .
táculos y Actividades Recreativas aprobado por Real
Decreto 2.816/1982. de 27 de agosto. A juicio del
recurrente. al tratarse de una norma posconstitucional
que tipifica y sanciona conductas es necesario que tenga
rango o encuentre cobertura en una norma de rango
legal. . '

En tal sentido conviene recordar que una constante
doctrina dé este Tribunal ha recordado que el derecho
fundamental contenido en el arto 25.1 de la C.E.. exten­
sible al ordenamiento administrativo sancionador.incor­
pora una doble garantía: la primera, de orden material
y alcance absoluto. tanto por lo que se refiere al ámbito
estrictamente penal como al de las sanciones adminis­
trativas. refleja la especial trascendencia del principio
de seguridad en dichos ámbitos limitativos de la libertad
individual y se traduce en la imperiosa exigencia de pre­
determinación normativa· de. las conductas ilícitas y de
las sanciones correspondientes. La segunda. de carácter
formal. se refiere al -rango necesario de las normas tipi­
ficadoras de aquellas conductas y reguladoras de estas
sanciones. por cuanto el término (<legislación vigente))
contenido en el dicho arto 25.1 es expresivo de una reser­
va de Ley en materia sancionadora. De ahí que este
Tribunal haya señalado que. si bien el alcance de la reser­
va de Ley establecida en el arto 25.1 no puede ser tan
riguroso en relación con la regulación de las infracciones
y sanciones administrativas como por referencia a los
tipos y sanciones penales en sentido estricto -bien por
razones que atañen al modelo constitucional de distri­
bución de las potestades públicas. bien por el carácter.
en cierto modo insuprimible de la potestad reglamentaria
en ciertas materias (STC 2/1987)- no lo es menos que
aquel precepto constitucional determina «la necesaria
cobertura de la potestad sancionadora de la Adminis­
tración en una norma de rango legal (STC 77/1983).
habida cuenta del carácter excepcional que los poderes
sancionatorios en manos de la Administración presen­
tan)). En definitiva. el arto 25 de la Constitución obliga

al legislador a regular por sí mismo los tipos de infracción
administrativa y las sanciones correspondientes en la
medida necesaria para dar cumplimiento a la reserva
de Ley. sin que sea posible que. a partir de la Cons­
titución. se puedan tipificar nuevas infracciones ni intro­
ducir nuevas sanciones o alterar el cuadro de las exis­
tentes por una norma reglamentaria cuyo contenido no
esté suficientemente predeterminada o delimitado por
otra norma de rango legal.

Ahora bien. todo ello ha de acompañarse de una pre­
cisión. también realizada por este Tribunal (así. STC
11/1981): no cabe exigir esa reserva de Ley de manera
retroactiva. para anular disposiciones reguladoras de
materias o situaciones respecto de las cuales tal reserva
no existía de acuerdo con el Derecho anterior a la Cons­
titución. De especial relevancia en el presente caso. a
la vista de las alegaciones del Abogado del Estado. resul­
ta además una consideración adicional efectuada por
este Tribunal (SSTC 42/1987 y 83/1984. entre otras):
no se produce una vulneración de las disposiciones del
arto 25 de la Constitución si se dictan normas regla­
mentarias sancionatorias que representen un mero com­
plemento o desarrollo de normas. aun sin rango legal.
válidamente existentes. En este sentido. y como este
Tribunal ya ha tenido oportunidad de señalar. no cabe
dudar de la constitucionalidad de la norma reglamentaria
sancionatoria posterior a la Constitución. que «se limita.
sin innovar el sistema de infracciones y sanciones en
vigor. a aplicar ese sistema preestablecido al objeto par­
ticularizado de su propia regulación material .... En rea­
lidad. se trata mas bien de una reiteración de las reglas
sancionadoras establecidas en otras normas mas gene­
rales. por aplicación a una materia singularizada incluida
en el ámbito genérico de aquéllas)) (STC 42/1987).

4. Es a la vista de esta doctrina constitucional como.
hay que analizar el caso ahora planteado. Y al tiempo
de examinar si el Reglamento en cuestión respeta el
principio de legalidad en la doble vertiente antes apun­
tada. y. en especial. en la relativa a la reserva formal
de Ley. y dado que se trata de una norma reglamentaria
posconstitucional. dos son las alternativas apuntadas.
Por una parte. el Ministerio F.iscal considera que la infrac­
ción encuentracobertura legal en la Ley de Orden Público
de 1959. Por otra. el Abogado del Estado estima que
la infracción prevista en el arto 81. apartado 35. del vigen­
te Reglamento ya se encóntraba prevista en el arto 20
de la Orden Ministerial de 3 de mayo de 1935 por lo
que Iéi actual norma nada innovaría respecto del régimen
sancionador preconstitucional.

5: Pues bien. procede descartar. primeramente. que
la infracción prevista en el arto 81.35 del vigente Regla­
mento General de Policía de Espectáculos y Actividades
Recreativas, de 27 de agosto de 1982. en cuya virtud.
se considera infracción administrativa «el retraso en el
comienzo o terminación de los espectáculos o en el cierre
de los establecimientos públicos. respecto de loshorarios
prevenidos)). encuentre suficiente cobertura en el
arto 2 i) de .Ia Ley de Orden Público de 30 de julio de
1959. con base en el cual son actos contrarios al orden
público los que .«....alterasen la paz pública o la con­
vivencia sociah).

Es cierto que el concepto de «paz pública)) o de orden
público puede comprender. en un sentido amplio. el de
«tranquilidad pública)). y que el principio de reserva mate­
rial de Ley no impide la utilización de conceptos jurídicos
indeterminados como el que nos ocupa en la tipificación
de infracciones. Pero no lo es menos. como pone de
manifiesto laSTC 69/1989 y reitera la 116/1993. que
para que sea aceptable. a la luz del arto 25 de la Cons­
titución. esa utilización en la Ley sancionadora. será nece-
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sario que «la concreción del citado concepto sea razo­
nablemente factible en virtud de criterios lógicos, téc­
nicos o de experiencia, de tal forma que permitan prever,
con suficiente seguridad la naturaleza y las caracterís­
ticas esenciales de las conductas constitutivas de la
infracción tipificada)). Desde esta perspectiva, no puede
sostenerse que cuando la Ley de Orden Público tipificó
como infracciones administrativas aquellos actos que
alterasen la paz pública o la convivencia social. fuera
razonablemente previsible que bajo este concepto se
debía entender concretada y subsumida también toda
conducta relacionada directa o indirectamente con el
descanso de los ciudadanos y, en concreto, lo relativo
al horario de cierre de los espectáculos públicos en cuan­
to su incumplimiento pudiese tener incidencia en la tran­
quilidad pública.

El Ministerio Fiscal señala que la mayor parte de las
intervenciones gubernativas en esta materia viene deter­
minada por reclamaciones de los vecinos afectados por
los cierres tardíos de espectáculos o establecimientos
públicos. Pues bien, ha de admitirse sin duda que la
convivencia social puede verse afectada por transgre­
siones de los horarios de cierre de los establecimientos
públicos, que ciertamente inciden en la tranquilídad y
descanso de un número a veces muy considerable de
ciudadanos. Pero esta evidente y general consideración .
no es suficiente para estimar que, a la luz del arto 25
de la Constitución; y de las exigencias de certeza y segu­
ridad que impone, según la jurisprudencia reseñada, bas­
tara la referencia del arto 2.1 de la Ley de orden Público
a la paz pública y la convivencia social para servir de
cobertura a la sanción de cualquier actividad que inci­
diera en bienes tan. genéricamente enunciados. El
arto 2.1 de la Ley de Orden Público ( hoy derogada por
la L.O. 1/1992) define como contrarios al orden público
aquellos actos que «alteren la paz pública o la convi­
vencia sociah) y tan amplia referencia no permite concluir
que la concreta conducta consistente en el incumpli­
miento del horario de cierre de establecimientos públicos
estuviese prevista, tipificada y sancionada con el sufi­
cientegrado de certeza, en dicha norma legal. Máxime
cuando en el supuesto que nos ocupa, no cabe duda
de que las potestades administrativas relativas al control
de los establecimientos destinados a espectáculos públi­
cos se enmarca en el ejercicio de una relación de supre­
macía general por cuanto se trata de una actividad ajena
a la organización de los servicios públicos aun cuando
esté sujeta a licencia y a un intenso control que limita

.y regula dicha actividad.

6. En segundo lugar, como se dijo anteriormente,
y aun cuando no sea fácilrí1ente discernible la existencia
de una cobertura con rango de ley respecto de la sanción
de que se trata, es necesario examinar la alegación del
Abogado del Estado, en el sentido de determinar si tales
conductas estaban ya tipificadas y sancionadas en nor­
mas preconstitucionales, aun cuando no tuviesen el ran­
go formal de Ley; pues en tal caso no solo no sería
exigible la reserva de Ley de forma retroactiva (STC
11/1981), sino que la norma reglamentaria poscons­
titucional que sin innovar el sistema de infracciones y
sanciones preestablecido se limitase a reproducir ese
sistema al objeto particularizado de su propia regulación
material no vulneraría el arto 25 de la Constitución (STC
42/1987).

Mantiene el Abogado del Estado que la infracción
administrativa consistente. en el incumplimiento del régi­
men de horarios previsto para los espectáculos públicos,
tipificada en el arto 81.35 del Real Decreto2816/1982,
de 27 de agosto, ya estaba prevista en la Orden del
Ministerio de la Gobernación de 3 de mayo de 1935
reguladora del Reglamento de Espectáculos Públicos, en

cuyo arto 20 se preveía que ccel retraso respecto a la
hora fijada para comenzar o terminar las funciones... se
corregirá por el Director General de Seguridad de Madrid,
por los Gobernadores Civiles en las capitales de provincia
y por los Alcaldes en las demás poblaciones, con las
multas de 50, 125 ó 500 pesetas, según la falta sea
primera, segunda o tercera vez, respectivamente, duran­
te cada temporada..; y su párrafo segundo preveía que
ccsi los anteriores correctivos no resultasen eficaces,
podrá la Autoridad gubernativa correspondiente retirar
la autorización a la empresa para continuar las repre­
sentaciones en el plazo que estime prudente o de una
manera definitiva, caso de reincidencia...

Asimismo la Orden del Ministerio del Interior de 23
de noviembre de 1977, reguladora del horario de espec­
táculos y establecimientos públicos preveía en su
arto 1 que celos espectáculos y fiestas terminarán y los
espectáculos públicos cerrarán, como máximo, a las
horas señaladas en el siguiente cuadro... Y en su arto
8, <e1as infracciones a lo dispuesto en la presente Orden
serán sancionadas por los Gobernadores Civiles en el
ámbito de su competencia y por el Director General de
Seguridad, Ministro del Interior y Consejo de Ministros
cuando les corresponda, de acuerdo con su cuantía, con­
forme a la Ley de Orden Público. En su caso, podrá
llegarse al cierre del establecimiento de acuerdo con
la legislación vigente...

7. Pues bien, nó cabe concurrir con la. posición malJ­
tenida por el Abogado del Estado. El Reglamento General
de Policía de Espectáculos y Actividades Recreativas,
de 27 de agosto de 1982, vino a tipificar como infracción
(art. 81, apartado 35) el retraso en el comienzo o ter­
.minación de los espectáculos públicos respecto de los
horarios prevenidos, así como a establecer un cuadro
de sanciones que van desde la multa, suspensión de
licencias o autorizaciones y revocación de las licencias,
hasta el cierre de los locales carentes de licencia o auto­
rización. Todo ello, dentro de un marco normativo gene­
ral de las actividades allí reguladas a que hace referencia
la denominación del Reglamento, y que supone una pro­
funda revisión y actualización de la normativa hasta el
momento vigente. De hecho, el artículo único del Real
Decreto 2.816/1982, por el que se aprueba el Regla­
mento en cuestión, viene a derogar expresamente la
normativa vigente en la materia (esto es, el Reglamento
de Policía y Espectáculos Públicos de 3 de mayo
de· 1935) realizando una evidente sustitución norma­
tiva.

Teniendo en cuenta tal evolución normativa, no puede
aceptarse, como sostiene el Abogado del Estado,que
las previsiones del Reglamento de 1982, referidas a las
infracciones y sanciones en materia de incumplimiento
de horarios queden exoneradas de la necesidad de una
habilitación legal. Como expusimos en el fundamento
jurídico 3.° de la presente Sentencia, no es posible, a
partir de la Constitución, tipificar nuevas infracciones ni
introducir nuevas sanciones, o alterar el cuadro de las
existentes mediante una norma reglamentaria cuyo con­
tenido no esté suficientemente predeterminado por otra
norma de rango legal. Las excepciones a esta regla pre­
cisadas en la jurisprudencia que cita el Abogado del
Estado (y que se recoge en el fundamento jurídico citado)
se refieren, en lo que aquí importa, al supuesto en que
una norma reglament¡;¡ria sancionadora constituya una
ccreiteración de las reglas sancionadoras establecidas en
otras normas más generales~ por aplicación a una mate­
ria singularizada incluida en el ánibito genérico de aqué­
llas.. (STC 42/1987, fundamento jurídico 4.°). Esto es,
y como se infiere claramente, cuando la nueva norma
sancionadora reglamentaria representa una mera par­
ticularización o concreción a caso~ singularizados de

I¡
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supuestos ya incluidos en normas válidamente adopta­
das. Y en el, presente caso no es posible estimar en
forma alguna que nos encontremos ante una simple par­
ticularización de previsiones genéricas anteriores. En pri­
mer lugar. porque el precepto cuestionado no lleva a
cabo particularización alguna sino que reproduce de for­
ma prácticamente literal el contenido de la regúlación
reglamentaria preconstitucional. Y además. porque todas
las previsiones del Reglamento de 1982 se insertan
como elementos de un nuevo marco normativo general
que pretende sustituir en bloque a la anterior regulación
preconstitucional de la materia. y no singularizar. o par­
ticularizar. a casos muy específicos los aspectos gené­
ricos de aquella regulación. Se trata pues. de una actua­
lización global de la misma. y. según manifestamos en
la STC 177/1992. fundamento jurídico 3.°. (da pervi­
vencia de normas reglamentarias sancionadoras pre­
constitucionales tiene como importante límite la impo­
sibilidad de que. con posterioridad a la Constitución. se
actualicen dichas normas por la misma vía reglamentaria.
puesto que ello no respetaría el sistema de producción
de normas jurídicas impuesto ahora por la Constituciónu.

Ciertamente. y como era razonablemente de esperar.
el reglamento de 1982 responde en muchos casos a
principios ya contenidos en la regulación preconstitu­
cional. y. en consecuencia. recoge o reitera mandatos
ya presentes en ella [como por otra parte. ocurre con
las previsiones posteriores. en esta materia, de la ley
'Orgánica 1/1992. que en su artículo 26 e) califica como
falta leve «el exceso en los horarios establecidos para
la aperturade establecimientos y la celebración de espec­
táculos públicos o actividades recreativas]. Pero tal lógica
coherencia y continuidad normativa no puede suponer
(sobre la base de que se reiteran disposiciones regla­
mentarias preconstitucionales sancionadoras ya existen­
tes) que la Administración ostente potestadessancio­
nadoras no amparadas por una cobertura suficiente de
normas con rango legal: pues ello representaría convertir
en buena medida en inoperante el principio de legalidad
de la actividad sancionadora de la Administración con­
tenido en el arto 25 de la Constitución con sólo reproducir.
a través del tiempo, las normas reglamentarias sancio­
nadoras preconstitucionales, manteniéndose así in aeter­
num, después de la Constitución, sanciones sin cobertura
legal. incumpliéndose el citado precepto constitucional.
la mera presencia. pues, en la Orden de 1935 de un
precepto similar al contenido en el arto 81.35 del Regla­
mento de 1982 no puede conducir a apreciar que, con
posterioridad a la entrada en vigor de la Constitución,
no fuera necesaria una habilitación legislativa para que
la Administración pudiera tipificar como falta la conducta
allí descrita.

FAllO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CoNSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Conceder el amparo solicitado y. en su virtud:

1.°) Reconocer el derecho del recurrente a no ser
sancionado por acciones u omisiones que en el momento
dé producirse no constituyen infracción administrativa
según la legislación vigente en aquel momento, y .

2.°) Anular las Resoluciones administrativas de la
Delegación del Gobierno en Aragón, y de la Subsecretaría
del Ministerio del Interior de 21 de septiembre de 1987
y de 24 de marzo dé 1988, respectivamente.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadou.

Dada en Madrid, a veinticinco de octubre de mil nove­
cientos noventa y tres.-luis lópez Guerra.-Eugenio Díaz
Eimil.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José Gabaldón
lópez.-Julio Diego González Campos y Caries Viver
Pi-Sunyer.-Rubricados.

28428 Sala Segunda. Sentencia 306/1993, de 25
de octubre de 1993. Recurso de amparo
2.516/1990. Contra Sentencia de la Sala de
lo Social del r.S.J. de Cataluña, desestimatoria
del recurso de suplicación interpuesto contra
la dictada por el Juzgado de lo Social de Bar­
celona, en autos sobreprestaciones del Fondo
de Garantía Salarial. Supuesta vulneración del
derecho a la tutela efectiva y del principio de
igualdad.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don luis lópez Guerra, Presidente; don Euge­
nio Díaz Eimil. don Alvaro Rodríguez Bereijo, don Julio
Diego González Campos y don Caries Viver Pi-Sunyer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.516/90, interpuesto
por don Miguel Cano lópez, don Antonio Burgalés Mar­
tínez, don Sebastián Burgalés Martínez y don Rafael Cano
Barceló, representados por el Procurador de los Tribu­
nales don José de Murga Rodríguez. y asistidos del letra­
do don Manuel Serra Domínguez, contra la Sentencia
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia
de Cataluña, de 29 de septiembre de 1990, desesti­
matoria contra la dictada por el Juzgado de lo Social
de Barcelona en autos sobre prestaciones del Fondo de
Garantía Salarial. Han comparecido el Abogado del Esta­
do y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien expresa el parecer
de la Sala.

1. Antecedentes

1. Porescrito presentado en el Juzgado de Guardia
de Madrid' el 30 de octubre de 1990 y registrado en
este Tribunal el 31 de octubre siguiente. don ,José de
Murga Rodríguez, Procurador de los Tribunales. inter­
puso. en nombre y representación de don Miguel Cano
lópez, don Antonio Burgalés Martínez, don Sebastián
Burgalés Martínez y don Rafael Casco Barceló. recurso
de amparo contra la'Sentencia de la Sala de lo Social
del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña, de 29 de
septiembre de 1g90. desestimatoriadel recurso de supli­
cación contra la dictada por el Juzgado de lo Social
núm. 14 de Barcelona, recaídas en autos sobre pres­
taciones del Fondo de Garantía Salarial.

2. la demanda de amparo se basa en los siguientes
hechos:

a) Los cuatro recurrentes prestaban sus servicios
como trabajadores de una determinada empresa, cerra­
da en junio de 1980. Interpuesta demanda por despido,
en los trámites previos al procedimiento. se alcanzó con­
ciliación ante el IMAC el 18 de julio de 1980. en la


